LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO − Bilateral − Salvedades 
Así las cosas, la jurisprudencia ha señalado que una vez se ha liquidado el contrato por mutuo acuerdo de los contratantes, sin que se hayan consignado salvedades en el acta correspondiente, dado el carácter de negocio jurídico bilateral y, por ende, su fuerza vinculante resolutoria o liberatoria, no es posible entablar una reclamación judicial en relación con el contrato liquidado, pues cierra, en principio, el debate ante la Jurisdicción, a menos que se invoque algún vicio del consentimiento (error, fuerza, o dolo) o que dicha liquidación haya sido suscrita con salvedades o reparos por alguna de la partes en el mismo momento de su firma.

LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO − Bilateral – Salvedades − Jurisdicción Contenciosa Administrativa − Acceso − Pretensiones
Así pues, cuando las partes de un contrato, bien sea estatal o administrativo, suscriben liquidaciones bilaterales, la posibilidad de que prosperen las pretensiones formuladas está condicionada por la suscripción del acta respectiva con observaciones o salvedades, las cuales deberán identificar claramente la disconformidad para con el respectivo texto; en el evento en el cual sólo se formulen observaciones genéricas, que no identifiquen claramente la reclamación, sin bien será posible formular la respectiva demanda, ora Contencioso Administrativa ora arbitral, no será posible que la jurisdicción resuelva favorablemente las pretensiones.
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Demandado: INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO IDU
Referencia: ACCION DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES - SENTENCIA
Procede la Sección Tercera, Subsección B, del Consejo de Estado a resolver el recurso de apelación presentado por la parte demandante contra la sentencia del 6 de octubre del 2004, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, mediante la cual se negaron las pretensiones. La sentencia será confirmada.
SÍNTESIS DEL CASO
La sociedad ICEIN S.A. solicita que se declare que ocurrió un desequilibrio económico en el marco de la ejecución del contrato n.º IDU-783 de 1999, el cual celebró con el Instituto de Desarrollo Urbano. Sin embargo, se celebró una liquidación bilateral del acuerdo sin que se expresaran salvedades en cuanto a lo allí pactado.
ANTECEDENTES

I. Lo que se pretende
1. Mediante escrito radicado el 17 de julio del 2001 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (f. 2-26 c. 1), la sociedad ICEIN S.A. presentó, a través de apoderado, demanda en ejercicio de la acción de controversias contractuales contra el Instituto de Desarrollo Urbano IDU, con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas: 

La Acción Contractual se encamina a solicitar las siguientes declaraciones y condenas:

1. Que se declare que en la ejecución del contrato No. IDU-783 de 1999, celebrado entre el Instituto de Desarrollo Urbano y (sic) ICEIN S.A., se presentó un desequilibrio económico en contra de la sociedad contratista.
2. Que se declare que el desequilibrio económico del Contrato No. IDU-783 de 1999, no ha sido cubierto ni solucionado por el Instituto de Desarrollo Urbano -IDU-. 

3. Que se declare que el desequilibrio económico del Contrato No. IDU-783 de 1999, el Instituto de Desarrollo Urbano IDU adeuda a ICEIN S.A., la suma de ciento treinta y ocho millones setecientos siete mil novecientos cincuenta pesos ($138.707.950.oo) Moneda Corriente.
4. Que como consecuencia de lo anterior se condene al Instituto de Desarrollo Urbano IDU a pagar a ICEIN S.A. la suma de ciento treinta y ocho millones setecientos siete mil novecientos cincuenta pesos ($138.707.950.oo) Moneda Corriente.
5. Que la suma indicada en la pretensión anterior sea actualizada, tomando como base el índice oficial de incremento de precios del consumidor certificado por el DANE, desde la fecha en la cual se hizo la liquidación de aquella hasta el momento de ejecutoria de la sentencia.
6. Que a la sentencia que se profiera se le dé cumplimiento de conformidad con el artículo 177 del Código Contencioso Administrativo.
7. Que se condene a la entidad demandada al pago de las costas que se pudieren generar en el curso o con ocasión de la presente demanda. 

1.1. La demanda presentó como fundamento fáctico de sus pretensiones las siguientes circunstancias:
1.1.1. El demandante y el IDU suscribieron el 15 de diciembre de 1999 el contrato n.º IDU-783 de 1999, cuyo objeto era la realización de las obras requeridas para la recuperación, mantenimiento y/o rehabilitación de la malla vial de las localidades de Santa Fe, Puente Aranda y Mártires.

1.1.2. El valor de la propuesta de ICEIN se calculó con base en los precios a la fecha del cierre de la licitación, es decir, el 22 de octubre de 1999.

1.1.3. El Contrato contaba con un plazo de ejecución de seis meses a partir del acta de iniciación, que fue suscrita el 15 de febrero del 2000.
1.1.4. Durante la ejecución del objeto del contrato se presentó un desequilibrio económico en contra de ICEIN S.A., producido por el aumento exagerado e imprevisible de los precios del asfalto.

1.1.5. Esta situación fue puesta en conocimiento por parte del contratista desde comunicación del 23 de octubre del 2000, la cual no le fue contestado de fondo en ningún momento, más allá de comunicaciones del IDU del 3 de noviembre del 2000 y el 1 de diciembre del 2000, en el que se le informaba que la resolución de la petición estaba supeditada a conceptos de la interventoría, la dirección técnica legal del Instituto y la supervisión del acuerdo de voluntades.
1.1.6. El 14 de septiembre del 2000 se firmó el acta de terminación del contrato sin que se hubiese hecho ningún reconocimiento.

1.1.7. El 28 de junio del 2001 ICEIN S.A. protocolizó silencio administrativo positivo ante la Notaría 42 del Círculo Notarial de Bogotá D.C., al haber transcurrido más de tres meses sin que se atendiera la solicitud de desequilibrio. A la fecha de la presentación de la demanda no se había solucionado la petición.
II. Trámite procesal
2. El 1 de octubre del 2001 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda (f. 33-34 c. 1) y dispuso la notificación de dicha decisión al IDU, que contestó oportunamente de la siguiente forma (f. 38-47 c. 1):

2.1. Afirmó que la sociedad demandante no presentó evidencia del alegado desequilibrio económico del contrato y que para el momento de la terminación del contrato, para lo cual se suscribió acta el 14 de septiembre del 2000, no fue puesta en conocimiento de la entidad esa situación.

2.2. Además, formuló las siguientes excepciones:
2.2.1. Indebida acción de demanda incoada contra el IDU. Basó esta en el hecho de que el supuesto desequilibrio no fue puesto en conocimiento de la entidad durante la ejecución del contrato y en el acta de liquidación del 26 de enero del 2001, celebrada de mutuo acuerdo, no se incluyó ninguna salvedad.
2.2.2. Indebida acción de petición de reclamación incoada por el contratista. En un sentido similar, insistió en que durante la ejecución no se hizo ninguna solicitud de restauración del equilibrio económico, ni se dejó siquiera enunciado que se hubiese presentado tal situación en el acta de terminación. Agregó que realmente no hay prueba que permita acreditar el incremento en los precios del asfalto.

2.2.3. Indebida acción de protocolización del silencio administrativo. La protocolización hecha por el contratista del presunto silencio administrativo positivo fue hecha de manera irregular, pues ignoró la condición impuesta por la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de que para la procedencia de esta figura debe tratarse de una petición elevada durante la ejecución del contrato, lo cual no ocurrió en este caso, dado que la solicitud fue presentada a la administración de forma posterior incluso a la suscripción del acta de terminación.

4. Las partes presentaron alegatos de conclusión en primera instancia, de la siguiente forma: 
4.1. La parte demandante (f. 138-167 c. 1) presentó planteamientos prácticamente idénticos a los expuestos en la demanda, sobre la producción de un incremento inesperado en el precio del asfalto que rompió el equilibrio económico del contrato y sobre la protocolización del silencio administrativo positivo respecto de la petición que se presentó al IDU sobre el particular y que no fue contestada de fondo.

4.2. La parte demandada (f. 168-170 c. 1) reiteró que lo cierto es que el presunto desequilibrio no fue advertido a la entidad durante la ejecución del objeto contractual ni al momento de la suscripción del acta de terminación. Tampoco se dejaron salvedades en el acta de liquidación.
5. El 6 de octubre del 2004 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, profirió sentencia de primera instancia (f. 172-179 c. ppl), en la que el a quo negó las súplicas de la demanda.

5.1. Luego de hacer un recuento de la forma en la que se desarrolló el objeto del contrato n.º IDU-783 del 15 de diciembre de 1999, cuyo objeto era la rehabilitación de vías en las localidades distritales de Santa Fe, Puente Aranda y Mártires, resaltó que ICEIN S.A. finalizó las obras de manera anticipada al vencimiento de los plazos estipulados en el acuerdo y una prórroga suscrita el 10 de agosto del 2000, por lo que el 14 de septiembre del 2000 las partes suscribieron el acta de terminación, en la que no se solicitó el restablecimiento del equilibrio económico del contrato y por el contrario se dejó constancia de la no aplicación o necesidad de realizar ajustes.

5.2. Explicó que de forma posterior la sociedad contratista presentó una petición con fecha del 23 de octubre del 2000 solicitando el reconocimiento económico derivado de los sobrecostos que se habían producido por la variación de los precios del asfalto y que el mismo día el contratista y el interventor liquidaron un anticipo a favor de ICEIN S.A. por valor de $660 000 000.

5.3. La petición fue contestada por el IDU mediante oficios del 3 de noviembre y el 1 de diciembre del 2000, en los que se indicó al solicitante que se daría una solución de fondo tan pronto se contaran con conceptos técnicos y legales de la Dirección Técnica Legal de la entidad y la interventoría.

5.4. Sin embargo, el 26 de enero del 2001 las partes de común acuerdo suscribieron el acta n.º 15 por la que se hizo el recibo final de las obras contratadas a entera satisfacción. En acta n.º 16 de la misma fecha se liquidó el contrato de común acuerdo, siendo expreso que no se efectuarían reconocimientos patrimoniales.

5.5. En tal sentido, para el a quo resultó evidente, primero, que el silencio administrativo positivo protocolizado por el demandante el 28 de junio del 2001 no surte ningún efecto pues la solicitud no fue presentada durante el plazo de ejecución del contrato, el cual finalizó con el acta de terminación suscrita con anterioridad.

5.6. Por otra parte, señaló que el hecho de que en el acta de liquidación bilateral, suscrita sin que se adviertan vicios del consentimiento, no se hubiese reservado en cabeza del contratista el derecho de demandar por algún concepto, hace improcedente la reclamación judicial. En concreto dijo:

Hecha la anterior precisión, es necesario advertir que una vez analizada el acta de liquidación consensual No. 16 de enero 26 de 2001 y de la 15ª de la misma fecha y parte integrante de la primera (fls. 162 a 165 y 168 a 173, c. 2), no consta que en ella la actora se hubiera reservado el derecho a reclamar por algún concepto, por el contrario en el punto 6 de reconocimientos se plasmó que no se efectuarían éstos, puntualmente, los que tratan los incisos 1 y 2 del artículo 60 de la Ley 80 de 1993.

(…)

La jurisprudencia nacional ha sido reiterativa en advertir que el contratista debe reservarse el derecho a reclamar, en los eventos en que la liquidación sea el fruto del consenso entre las partes; lo contrario significaría desconocer la fuerza vinculante de la voluntad de las partes que, en el caso en estudio, no fue atacada por vicios en el consentimiento. Así las cosas, se observa a prima facie que la demandante aceptó las condiciones consagradas en el acta de liquidación y a su vez renunció a la posibilidad de reclamación judicial, toda vez que dicha operación ostenta la entidad jurídica de finiquitar la relación contractual y poner a paz y salvo a las partes.

6. La anterior decisión fue apelada a tiempo por la parte demandante (f. 265-288 c. ppl), que, además de insistir en la producción del desequilibrio económico y la configuración del silencio administrativo positivo por tratarse de una petición relativa a la actividad contractual de la administración, indicó como principal argumento de disentimiento de la sentencia de primera instancia que no puede entenderse el acta de liquidación bilateral como paz y salvo del contrato cuando existe un derecho de petición que la administración no ha resuelto, como aquella en la que pidió el restablecimiento del equilibrio económico del contrato:
Si bien es jurisprudencia reiterada del Consejo de Estado que cuando en el cuerpo del acta de liquidación consensual del contrato no se dejan salvedades, ésta es similar a una constancia de paz y salvo entre las partes, línea jurisprudencial que obedece a que en desarrollo del contrato no hayan temas pendientes de naturaleza superior a la órbita contractual, es decir que no hayan claras violaciones a derechos de rango constitucional o legal que sean imperativos, por tanto, mal puede entenderse entonces que máxime cuando el contratista como se ha establecido y se halla plenamente probado dentro del proceso de la referencia, oportuna y legalmente en ejercicio de su derecho constitucional, elevó derecho de petición dirigido al IDU con radicado 101320 y con fecha 23 de octubre de 2000, el cual no fue resuelto por el IDU, ni reconociendo, ni negando el desequilibrio económico reclamado del contrato 783 de 1999. Tras el silencio de la administración y en aplicación de los dispuesto en el artículo 25 numeral 16 de la ley 80 de 1993, ICEIN S.A. procedió a su protocolización del silencio administrativo positivo por medio de escritura pública ante el notario 42 del círculo notarial de Bogotá, con fecha 28 de Junio de 2001, el cual no puede ser desconocido dentro del proceso.
Por tanto, erró el fallador de primera instancia, al desconocer la aplicación obligatoria de los artículos 3, 4, 5, 23, 25 numeral 16, y 27 de la ley 80 de 1993, y del artículo 23 de la Constitución Política de 1991, obligaciones de rango constitucional las cuales no pueden desecharse, ya que el mismo interpreta acomodada y erróneamente, no sólo la voluntad clara y expresa de las partes, al no pronunciarse sobre el derecho de petición que se encontraba y encuentra pendiente de respuesta, si no que adicionalmente omite clara y expresamente la normatividad aplicable al caso específico.
7. El 6 de diciembre del 2005 se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión (f. 225 c. ppl), oportunidad en la que intervinieron las partes de la siguiente forma:

7.1. La parte demandante ratificó los argumentos expuestos en el recurso de apelación, principalmente los relacionados con la falta de respuesta efectiva de la solicitud de desequilibrio y la incapacidad de la liquidación bilateral para constituir paz y salvo al estar la misma pendiente de resolución (f. 226-250 c. ppl).

7.2. El IDU solicitó que se confirme la decisión apelada, en consideración a que está plenamente acreditado que en el acta de liquidación bilateral del contrato no se hizo ninguna salvedad y en cualquier caso no se demostró la existencia de las condiciones que sustentan el presunto desequilibrio (f. 251-254 c. ppl). 

CONSIDERACIONES

I. Competencia

8. La Sala es competente para decidir el caso por ser un asunto contractual en el que es parte una entidad estatal de las enunciadas en el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, según lo dispone el artículo 75
 del mismo estatuto; y por cuanto se trata de un recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en un proceso que, por su cuantía
, tiene vocación de doble instancia.
II. Hechos probados

9. De conformidad con las pruebas válidamente allegadas al proceso, se tienen por probados los siguientes hechos particularmente relevantes:

9.1. El 15 de diciembre de 1999 el IDU e ICEIN S.A. suscribieron el contrato n.º 783/99, cuyo objeto fue descrito en la cláusula primera como la realización por parte del contratista de las obras necesarias para la recuperación, mantenimiento y/o rehabilitación de las vías de las localidades distritales de Santa Fe, Puente Aranda y Mártires (copia auténtica de contrato n.º IDU-783 del 15 de diciembre de 1999 –f. 326-330 c. 3-).

9.2. De acuerdo con las cláusulas tercera y séptima, el valor del contrato era de $2 200 000 y el plazo de ejecución de su objeto era de seis meses contados desde la suscripción del acta de inicio. La vigencia del contrato se pactó en este término más dos meses adicionales (copia auténtica de contrato n.º IDU-783 del 15 de diciembre de 1999 –f. 326-330 c. 3-).
9.3. El 15 de febrero del 2000 las partes suscribieron el acta de inicio de obras, por lo que el plazo de ejecución finalizaba el 14 de agosto del mismo año. Sin embargo el 10 de agosto del 2000 se celebró un contrato adicional con el que se prorrogó este término en un mes, con la constancia en los parágrafos de la cláusula primera que se mantendría la vigencia del contrato y que la modificación no causaría ningún sobrecosto al IDU (copia auténtica del acta de inicio n.º 1 del 15 de febrero del 2000 –f. 240-241 c. 2-; copia auténtica del contrato adicional n.º del 10 de agosto del 2000 –f. 218 c. 2-).
9.4. El 14 de septiembre del 2000 se suscribió el acta de terminación de contrato de obra en la que se dejó constancia de recibir el total de lo contratado y no existir obra faltante. El valor de la obra ejecutada total se consignó en la suma de $2 199 995 489 y se indicó que no aplicaba ajuste pecuniario alguno (copia auténtica del acta de terminación del 14 de septiembre del 2000 –f. 202-207 c. 2-).
9.5. El 23 de octubre del 2000 ICEIN S.A. presentó una petición con el objeto de que se le hiciera un reconocimiento económico a causa del sobrecostos en los que habría incurrido en el ítem de asfalto en el contrato IDU-783 de 1999, en consideración a la variación inesperada en el valor de este material. De acuerdo con la misiva, el costo de la tonelada de asfalto, según Ecopetrol, habría pasado, sin IVA, de $73 518 en el periodo de enero a junio de 1997, a $225 951 en el lapso de junio a julio del 2000 (copia simple del oficio de ICEIN S.A. al IDU del 23 de octubre del 2000 –f. 348-353 c. 3-).
9.6. Los días 3 de noviembre del 2000 y el 1 de diciembre del 2000 el IDU remitió al contratista los oficios n.º STM-4200-2388 y STM-42005871, en el cual se le informó que la respuesta definitiva a la solicitud de desequilibrio económico estaba pendiente de conceptos legales y técnicos de la Dirección Técnica Legal de la entidad, la interventoría y la supervisión (copia auténtica de los oficios n.º STM-4200-2388 y STM-42005871 del 3 de noviembre y el 1 de diciembre del 2000 – f. 344-345 c. 3).

9.7. El 26 de enero del 2001 las partes liquidaron el contrato de forma consensuada y por lo tanto suscribieron el acta de liquidación bilateral n.º 16 de dicha fecha. En ella se expresó con claridad que el valor total de la obra ejecutada había alcanzado el valor de 2 199 995 489, frente a los 2 200 000 000 de valor inicial pactado en el contrato y fue recibida a antera satisfacción. También se expresó que no habría lugar a reconocimientos económicos adicionales y fue suscrita por el representante de ICEIN S.A. sin dejar salvedad alguna sobre lo allí acordado (copia auténtica del acta de liquidación bilateral n.º 16 del 26 de enero del 2001 –f. 162-165 c. 2-).
9.8. ICEIN S.A., mediante escritura pública n.º 02197 de la Notaría 42 de Círculo de Bogotá, protocolizó el silencio administrativo positivo que en su sentir se produjo respecto de su solicitud de reconocimiento económico por desequilibrio financiero del contrato radicada ante el IDU el 23 de octubre del 2000 (copia auténtica de la escritura pública nº 02197 del 28 de junio del 2001 de la Notaría 42 del Círculo de Bogotá –f. 348-357 c. 3-). 
III. Problema jurídico

10. De acuerdo con lo alegado en la demanda, lo decidido en la sentencia de primera instancia y lo expuesto en la apelación, la Sala deberá resolver, básicamente, sobre la procedencia de las pretensiones de ICEIN S.A. de restablecimiento del equilibrio financiero del contrato cuando no dejó salvedades en el acta de liquidación bilateral del 26 de enero del 2001.
IV. Análisis de la Sala

11. En el asunto que se estudia resulta evidente para la Sala que las pretensiones formuladas por la parte demandante en el sentido de que se reconozca e indemnice la existencia de un desequilibrio de naturaleza financiera en la ejecución del contrato de obra n.º 783 de 1999 no tiene vocación de prosperidad. 
12. La liquidación es un ajuste o rendición final de cuentas que se produce con el objeto de que las partes contratantes establezcan, con fundamento en el desarrollo del contrato, las acreencias pendientes o saldos a favor o en contra de cada uno o se declaren a paz y salvo, según el caso, para extinguir el negocio jurídico estatal celebrado. Tiene por objeto, como lo ha señalado de tiempo atrás la Sala, definir cómo quedó la realización de las prestaciones mutuas a las que se comprometieron las partes; efectuar un balance de las cuentas y pagos para establecer quién le debe a quién y cuánto, esto es, precisar su estado económico y el de los derechos y obligaciones de las partes con ocasión a su ejecución; proceder a las reclamaciones, ajustes y reconocimientos a que haya lugar; declararse a paz y salvo de las obligaciones o derechos a cargo de las mismas y finiquitar así el vínculo contractual.
13. Esta operación es posterior a la terminación normal (culminación del plazo de ejecución o culminación del objeto) o anormal (verbigracia en los supuestos de terminación unilateral o caducidad), y procede y es necesaria en los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolonga en el tiempo y los demás que lo requieran. Se debe practicar a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga, mediante la celebración de un negocio jurídico extintivo entre las partes (si es de mutuo acuerdo) o un acto administrativo expedido por la entidad contratante (si es unilateral).

14. La liquidación puede ser: (i) bilateral o por mutuo acuerdo entre las partes dentro del plazo contractual o el legal (4 meses); o (ii) unilateral, por acto administrativo que se profiere cuando: a) no se presenta el contratista a la liquidación bilateral, b) no se logra la liquidación bilateral o c) se logra parcialmente y (iii) judicial, cuando se pide por esta vía a través de la acción de controversias contractuales y se demanda en tiempo, porque a) no se ha producido la liquidación; o b) respecto de puntos no liquidados. 

15. Atendiendo la naturaleza y finalidad de la liquidación del contrato, ha sido criterio reiterado de esta Sala que, cuando se realiza la liquidación bilateral, esto es, por mutuo acuerdo entre la administración y su contratista, teniendo en cuenta que se trata de un negocio jurídico fruto de la autonomía privada que le da firmeza o definición a las prestaciones mutuas, si no se deja salvedad en el acta que la contenga, no es posible que luego se demande judicialmente el pago de prestaciones surgidas del contrato
. En efecto
:
El hecho de que al momento de la liquidación final del contrato el contratista no haya reclamado, o dejado salvedad en relación con aquellos conceptos que consideraba insolutos, le impide demandar a través de un proceso judicial su reconocimiento. Ha sido jurisprudencia reiterada de esta Sala que cuando la liquidación del contrato se realiza entre la administración y su contratista, si no se deja salvedad en el acta en relación con reclamaciones que tengan cualquiera de las partes, no es posible que luego se demande judicialmente el pago de prestaciones surgidas del contrato (...) 

La liquidación de mutuo acuerdo suscrita por las partes, constituye un acto de autonomía privada de aquellas que le da firmeza o definición a las prestaciones mutuas entre sí, de tal suerte que constituye definición de sus créditos y deudas recíprocas, no susceptible de enjuiciarse ante el órgano jurisdiccional, como no sea que se acredite algún vicio del consentimiento que conduzca a la invalidación de la misma, tales como: error, fuerza o dolo. 

La liquidación final del contrato tiene como objetivo principal, que las partes definan sus cuentas, que decidan en que estado quedan después de cumplida la ejecución de aquel; que allí se decidan todas las reclamaciones a que ha dado lugar la ejecución del contrato, y por esa razón es ese el momento en que se pueden formular las reclamaciones que se consideren pertinentes. La liquidación finiquita la relación entre las partes del negocio jurídico, por ende, no puede con posterioridad demandarse reclamaciones que no hicieron en ese momento. 

16. Sobre los efectos que se desprenden del acta de liquidación de un contrato suscrita por acuerdo entre las partes, la Sala también se ha pronunciado en los siguientes términos
:

El acta que se suscribe sin manifestación de inconformidad sobre cifras o valores y en general sobre su contenido, está asistida de un negocio jurídico pleno y válido, porque refleja la declaración de voluntad en los términos que la ley supone deben emitirse, libres o exentos de cualesquiera de los vicios que pueden afectarla. Así tiene que ser. Se debe tener, con fuerza vinculante, lo que se extrae de una declaración contenida en un acta, porque las expresiones volitivas, mientras no se demuestre lo contrario, deben ser consideradas para producir los efectos que se dicen en él....

17. Igualmente, en similar sentido señaló
: 

[C]uando se liquida un contrato y las partes firman el acta de liquidación sin reparo alguno, éstos en principio no pueden mañana impugnar el acta que tal acuerdo contiene, a menos que exista error u omisión debidamente comprobado. La liquidación suscrita sin reparos es un auténtico corte de cuentas entre los contratistas, en la cual se define quién debe, a quién y cuánto. Como es lógico es un acuerdo entre personas capaces de disponer y las reglas sobre el consentimiento sin vicios rigen en su integridad.

18. Así las cosas, la jurisprudencia ha señalado que una vez se ha liquidado el contrato por mutuo acuerdo de los contratantes, sin que se hayan consignado salvedades en el acta correspondiente, dado el carácter de negocio jurídico bilateral y, por ende, su fuerza vinculante resolutoria o liberatoria, no es posible entablar una reclamación judicial en relación con el contrato liquidado, pues cierra, en principio, el debate ante la Jurisdicción, a menos que se invoque algún vicio del consentimiento (error, fuerza, o dolo) o que dicha liquidación haya sido suscrita con salvedades o reparos por alguna de la partes en el mismo momento de su firma
.

19. De otra parte, en torno al significado, importancia y alcance de las salvedades en relación con el acta de liquidación bilateral, la Sala ha explicado que
:

[E]n la etapa de liquidación de un contrato, las partes deben dejar sentado en acta sus pretensiones para que sean consideradas por la otra parte, es ese el momento del contrato, en el cual la parte adquiere legitimación para reclamar en vía judicial o extrajudicial, las pretensiones que la otra parte no acepte. Las divergencias que existan al momento de liquidar el contrato, que sean enunciadas en acta, y no aceptadas estructuran la base del petitum de una eventual demanda. Por el contrario la parte que no deje anotada en el acta de liquidación final, la existencia de alguna pretensión para que la otra parte la considere en esa vía, NUNCA PODRA pretenderlas judicialmente [excepto por vicio en el consentimiento]. Lo que se traslada al proceso judicial son las pretensiones que la contraparte del contrato no acepte reconocer.

20. Sin embargo, la anterior afirmación de la jurisprudencia fue aclarada en el sentido de señalar que “[l]a salvedad condiciona entonces, no el ejercicio de la acción porque no es un supuesto legal para su procedencia, sino la prosperidad de las pretensiones formuladas, siempre que se demuestren los otros supuestos fácticos y jurídicos de la responsabilidad contractual”
.
21. Incluso, la Sección puntualizó que las observaciones o salvedades a la liquidación bilateral no se constituyen en un requisito de procedibilidad para acudir ante la Jurisdicción, pero sí resultan ser un presupuesto de orden material en el marco de la legitimación en la causa por activa, en orden a lograr la prosperidad de las pretensiones. Al respecto sostuvo
:

Sin alterar la validez de la Jurisprudencia citada, es importante aclarar que la liquidación bilateral no se constituye en un requisito para acudir ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; no se trata de una condición para el ejercicio del derecho de acción, por cuanto la Constitución Política garantiza el acceso a la Administración de Justicia en las condiciones establecidas por la ley y, en este caso, la ley no ha señalado las salvedades formuladas al acta de liquidación bilateral como requisito de procedibilidad para acudir ante la Jurisdicción; se trata entonces de un presupuesto de orden material, dentro del marco de la legitimación en la causa por activa, el cual incide de manera directa y puntual en la prosperidad de las pretensiones formuladas.

Así pues, cuando las partes de un contrato, bien sea estatal o administrativo, suscriben liquidaciones bilaterales, la posibilidad de que prosperen las pretensiones formuladas está condicionada por la suscripción del acta respectiva con observaciones o salvedades, las cuales deberán identificar claramente la disconformidad para con el respectivo texto; en el evento en el cual sólo se formulen observaciones genéricas, que no identifiquen claramente la reclamación, sin bien será posible formular la respectiva demanda, ora Contencioso Administrativa ora arbitral, no será posible que la jurisdicción resuelva favorablemente las pretensiones.

22. Por lo tanto, siguiendo el criterio jurisprudencial se tiene que: (i) si las partes quedaron a paz y salvo en el acta de liquidación, sin reparos ni salvedades, no tendrán prosperidad los reclamos en vía judicial; (ii) si en el acta de liquidación quedaron pagos pendientes, las partes pueden hacer efectivos los mismos a través de procesos ejecutivos; y (iii) se reconoce la posibilidad de que las partes hagan reservas y salvedades para reclamaciones futuras.

23. En el caso concreto, se celebró un acta de liquidación bilateral mediante la que las dos partes, entidad y contratista, de forma libre y voluntaria hicieron el correspondiente corte de cuentas para finiquitar de forma definitiva el contrato de obra n.º IDU-783 de 1999, tomando en consideración las obras ejecutadas y su valor, contrastando estos elementos con el valor pactado del objeto y los dineros que hasta el momento se habían entregado.

24. Sin embargo, no se consignó ninguna salvedad ni de parte del IDU, que manifestó recibir a entera satisfacción las obras ejecutadas en la malla vial de las localidades de Santafé, Puente Aranda y Mártires; ni de parte del contratista ICEIN S.A., quien suscribió el acta sin hacer observación alguna relativa a sobrecostos que se hubieran podido producir, estando en toda la libertad de hacerlo. De hecho, el acta es inequívoca en el sentido de que las partes consideran innecesaria la realización a ajustes pecuniarios a los valores acordados en el contrato.

25. Claramente, como se explicó en apartes anteriores, la falta de salvedades en el acuerdo con el que se pretendió dar por terminada de forma definitiva la relación contractual no implica una limitación a la concurrencia del demandante ante esta jurisdicción, pero sí, indefectiblemente, constituye un impedimento para la prosperidad de las pretensiones, razón por la que es forzoso confirmar la sentencia apelada que adujo estas mismas causas para negar las súplicas de ICEIN S.A.
26. No desconoce la Sala que en efecto el 23 de octubre del 2000 el demandante presentó una petición con el objeto de que se estudiara la posibilidad de indemnizársele por el presunto desequilibrio que se habría producido por una variación exagerada en los precios del asfalto, que no fue contestada de fondo con ninguno de los dos oficios remitidos por el IDU a ICEIN S.A. el 3 de noviembre o el 1 de diciembre de ese año.
27. Sin embargo, no puede pretender el contratista alegar que la petición no le fue contestada nunca cuando con posterioridad a la formulación de la solicitud la entidad le citó para liquidar el contrato de forma bilateral, escenario que es fundamentalmente para la resolución de asuntos económicos que puedan estar pendientes, y este en su liberalidad decidió constituir un paz y salvo oponible a las partes sin dejar ninguna salvedad al respecto.

28. La presentación de la reclamación judicial, así como la protocolización de un presunto silencio administrativo positivo, constituye una conducta que va en contravía de los propios actos que el contratista ejecutó por voluntad propia, sin que se vislumbre o siquiera se haya alegado la concurrencia de un vicio del consentimiento.
29. Así las cosas, la Sala confirmará la sentencia del 6 de octubre del 2004 de la Sección Tercera, Subsección B de la Tribunal Administrativo de Cundinamarca que negó las pretensiones de la demanda. 
V. Costas
30. No hay lugar a la imposición de costas, debido a que no se evidencia en el caso concreto actuación temeraria de ninguna de las partes, condición exigida por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 para que se proceda de esta forma.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO: Revocar la sentencia del 6 de octubre del 2004 de la Sección Tercera, Subsección B de la Tribunal Administrativo de Cundinamarca por las razones expuestas en la parte considerativa de la presente decisión.
SEGUNDO: Negar las demás pretensiones de la demanda
TERCERO: Sin condena en costas.

En firme este proveído, devuélvase al Tribunal de origen para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

Danilo Rojas Betancourth

Magistrado
Stella Conto Díaz del Castillo
Ramiro Pazos Guerrero 
� “Artículo 75.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativo (…)”.


� En la demanda se estimó la cuantía del proceso, determinada por el valor del presunto desequilbrio económico que se habría producido en el marco de la ejecución del contrato n.º IDU-783 de 1999, en la suma de $138 707 950. Por la fecha de la presentación del recurso de apelación -1 de abril de 2005- se aplica en este punto el numeral 8º del artículo 2o del Decreto 597 de 1988 “por el cual se suprime el recurso extraordinario de anulación, se amplía el de apelación y se dictan otras disposiciones”, que modificaba el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo, y que disponía que la cuantía necesaria para que un proceso de controversias contractuales iniciado en el 2001 fuera de doble instancia, debía ser superior a $26 390 000. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, entre otras sentencias se citan las siguientes: de 25 de noviembre de 1999, expediente 10893; 6 de mayo de 1992, expediente 6661; 6 de diciembre de 1990, expediente 5165; 30 de mayo de 1991, expediente 6665; 19 de julio de 1995, expediente 7882; 22 de mayo de 1996, expediente 9208.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de abril de 1997, expediente 10608, C.P. Daniel Suárez Hernández; sentencia del 9 de marzo de 1998, expediente 11101, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 22 de junio de 1995, expediente 9965, C.P. Daniel Suárez Hernández. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 9 de marzo de 1998, expediente 11101, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de mayo de 1992, expediente 6661, C.P. Carlos Betancur Jaramillo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 16 febrero del 2001, expediente 11689, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 1 de febrero de 2009, expediente 15757, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 20 de mayo 2009, expediente 16976, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





